	 

	En la ciudad de Mendoza a once días del mes de Abril de dos mil once, reunidos en la Sala de Acuerdos de la Excma. Primera Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial y Minas, de Paz y Tributaria, los Dres. Alfonso G. Boulin y Ana María Viotti, trajeron a deliberación para resolver en 128.222/42.847, caratulada: "MARCONI ATILIO MATEO Y OTS C/ ARIZA BARRERA MARTÍN GUILLERMO P/ DYP", originaria del Vigésimo Tercer Juzgado Civil, Comercial y Minas, de la Primera Circunscripción Judicial, venidos en apelación contra la sentencia de fs. 602/608. 

De conformidad con lo establecido por el art. 160 de la Constitución Provincia, surgen las siguientes cuestiones: 

PRIMERA CUESTIÓN: ¿Es justa la sentencia? 

SEGUNDA CUESTIÓN: Costas. 

Practicado el sorteo de la causa, arrojó el siguiente orden de votación: Dres. Boulin y Viotti. 

Sobre la primera cuestión el Dr. Boulin dijo: 

Apeló la parte actora la sentencia de fs.602/608 vta. formulando los siguientes agravios: 

A) Sostuvo que la sentencia errada y arbitraria al atribuir a los actores un 30% de responsabilidad en el evento en el que resultaron lesionados por cuanto ninguna prueba se produjo en el sentido de que ambos peatones hubiesen cruzado la calzada, y aun cuando ello fuese cierto, de ningún modo constituye un supuesto de caso fortuito (fs.670) que rompa el nexo de causalidad. 

El agravio es inadmisible por dos razones: 

En primer lugar porque la exigencia jurisprudencial -doctrina de la Corte Federal- de que la conducta de la victima tenga los atributos del caso fortuito es para liberar totalmente de responsabilidad al conductor, y atribuir totalmente esa responsabilidad a la víctima, esto es, para romper totalmente el nexo causal, con el consiguiente rechazo de la demanda, consecuencia que justamente derivaría de la imprevisible conducta del peatón; así ha dicho que "El hecho de la víctima con aptitud para interrumpir el nexo de causalidad entre el riesgo de la cosa y el perjuicio a que alude el artículo 1113 del Código Civil debe aparecer como la única causa del daño, con las características de imprevisibilidad e inevitabilidad propias del caso fortuito o fuerza mayor" (CS "Giménez, Pablo Martín y otros c. Schuarts, Eduardo" La Ley Online); ídem Corte Suprema de Justicia de la Nación" ENtel c. Dycasa, S. A.y otra LA LEY 1987-A, 333) 

De manera que la alusión del apelante al caso fortuito es desafortunada porque en el caso se declaró culpa concurrente y no total de las víctimas, con la consiguiente disminución de la indemnización. 

En segundo lugar, a propósito de la culpa parcial de los peatones que se objeta, en la propia demanda se relata que los peatones se disponían a cruzar av San Martin de Carrodilla cuando fueron atropellados en la maniobra de retroceso del demandado, según fs.7; igual interpretación hizo la policía científica al decir que instantes previos a la colisión los peatones se desplazaban hacia el cardinal oeste por detrás del vehículo Honda y que el área geográfica del impacto es cercano al eje central de la calzada (fs.449 vta); siendo que a la hora del accidente era de noche y que los peatones debieron poder advertir la maniobra de retroceso de un automóvil cercano a su posición, la culpa por negligencia aparece manifiesta sin que se haya acreditado que en las proximidades del lugar no hubiesen arterias transversales con la respectiva senda peatonal para poder cruzar. De todos modos se ha sostenido que "al no existir senda peatonal, ni ninguna indicación que autorice el cruce, mayor debe ser la diligencia puesta por el peatón en su desplazamiento, al intentar atravesar una ruta, aun cuando se encontrase en zona suburbana. Resulta grave negligencia proceder al cruce de una ruta sin mirar detenidamente si dicha conducta es posible, de acuerdo a la circulación de vehículos en ese tiempo, lo que se ve agravado cuando ello ocurre en la oscuridad" (Cárdenas, Marta María c. Negro, Alberto Carlos y otros, con nota de José Pablo Descalzi; LA LEY 2008-F, 554) 

Por lo demás la sentencia -tal como lo predican los actores a fs.670- ha juzgado con mayor severidad al conductor que a los peatones atribuyendo al primero un 70% de responsabilidad, por lo que la queja aparece vacía de contenido.Se suele afirmar que el conductor de un vehículo siempre debe prever la existencia de un peatón imprudente, por tratarse de un riesgo inherente al tránsito. Consiguientemente, se sostiene que debe estar siempre y en todo momento en condiciones de neutralizar ese riesgo, conservando un adecuado dominio del automotor que guía; esta doctrina no tiene una vigencia absoluta, porque si el dominio ha de conservarse "siempre" nunca cabria la eximente de culpa total en un accidente, la que sin embargo está prevista legalmente, debiendo ser aplicada contemplando las distintas circunstancias del caso, en función de sus particularidades. Es obvio que no puede eximirse al peatón de proceder con mínimas precauciones, de acuerdo con las características de la arteria que atraviesa y del tránsito que circula por ella. Menos aún, se encuentra autorizado a despreocuparse de la proximidad y velocidad de los vehículos, todo lo cual le es impuesto por la obligación genérica de cuidado (art. 512, Cód. Civil) (Conf. Sagarna, Fernando Alfredo, "Accidentes de tránsito. El peatón que aparece imprevistamente". Jurisprudencia de la Cámara Nacional Civil y de la Corte Suprema, LL, 2000-C, 508) 

B) El segundo agravio tiene que ver con dos aspectos de las regulaciones de honorarios. 

En el primero de ellos, luego de esgrimir que las mismas no parecen corresponderse con las atribuciones de responsabilidad, parece dejar al Tribunal una labor de investigación que debió efectuar el interesado, destacando que la queja pudo solucionarse por vía de aclaratoria; medio minuto tardó quien suscribe en advertir el error del fallo; en efecto apliqué el 12% sobre la suma de condena ($60.600) sin que coincidiera con la regulación del dispositivo n°6 de fs.609; apliqué entonces el 12% sobre la suma otorgada a la coactora ($35.400), y el resultado fue coincidente con lo regulado en el punto 6 referido($35.400 x 12% = $4.248); conclusión:el fallo omitió regular sobre la indemnización del coactor (sobre $25.200) lo que habrá de ser corregido. 

La solución del segundo aspecto tiene que ver con la omisión de regular en el principal respecto del monto otorgado en la tutela anticipada -que tuvo su propia regulación al resolverla- Este aspecto requiere una aclaración conceptual: el honorario es retribución al trabajo personal del abogado; así se desprende del art.1 de la ley arancelaria; luego, todo trabajo es remunerado con las salvedades del art.37 inc. III del CPC; si el proceso es completo se regula el 12% y si hay trabajos adicionales a las etapas que integran el proceso principal, corresponde una retribución adicional; tal es el caso de regulaciones en incidentes o precautorias o reposiciones, o como en el caso, tutelas anticipadas, que constituye un despacho cautelar interino y provisorio, que adelanta los efectos sustanciales de la sentencia final sin constituir, por ello, prejuzgamiento, supuestos todos en los que las retribuciones adicionales no se descuentan de la que corresponde por el principal, justamente por tratarse de actuaciones o trabajos distintos del principal mismo; menos aún puede dejarse de regular en el principal bajo la excusa de que ya lo fue en la resolución de la cautelar, desde que se trata de trámites diferenciados. No se trata entonces de dos regulaciones por la misma actuación sino de dos regulaciones por actuaciones distintas; sin perjuicio de lo expuesto advierto que en la tutela anticipada se reguló el 12% y 6% como si se tratase de un juicio completo, en lugar de una cautelar o incidente, siendo consentida esa regulación; no obstante ello, el concepto dado más arriba permanece vigente sin que sufra desmedro como derivación de una regulación mal hecha, pero consentida. 

Que por lo expuesto las dos quejas del actor en cuanto a honorarios deben admitirse sin costas (art.40 CPC). Así voto. 

Sobre la primera cuestión la Dra. Ana María Viotti adhiere al voto que antecede. 

Sobre la segunda cuestión el Dr.Boulin dijo: 

Que las costas de segunda instancia deben imponerse a la parte actora por resultar vencida en su recurso (art.36 del CPC) y la base regulatoria será el 30% de la indemnización que pretendió dejar sin efecto en esta instancia. 

Sobre la segunda cuestión la Dra. Ana María Viotti adhiere al voto precedente. 

Con lo que se dio por concluido el presente acuerdo dictándose sentencia, la que en su parte resolutiva dispone: 

SENTENCIA. 

Mendoza, Abril 11 de 2.011. 

Y VISTOS: lo que resulta del acuerdo precedente el TRIBUNAL RESUELVE: 

I.- No hacer lugar al recurso de apelación de la parte actora y en tal virtud confirmar la sentencia en cuanto fue materia de agravios. 

II.- Costas de segunda instancia a cargo de la actora apelante. 

III.- Regular los honorarios profesionales de los Dres. EUGENIO GONZÁLEZ MONTBRUN, M. VERONICA GONZÁLEZ CASALE, JUAN LUIS MIQUEL y LUIS A. MIQUEL en las respectivas sumas de $1.987; $596; $1391 y $417 (arts. 15, 3 y 31 ley 3641). 

IV.- Hacer lugar al recurso de apelación de honorarios y en consecuencia agregar a la sentencia apelada en su dispositivo n° 6 el resolutivo siguiente: 

"Regular los honorarios de los Dres. LUIS A. MIQUEL, JUAN LUIS MIQUEL, EUGENIO GONZÁLEZ MONTBRUN, y M. VERONICA GONZALEZ CASALE en las respectivas sumas de $.; $.; $. y $. (arts. 2, 3 y 31 ley 3641)" 

V.- Regular los honorarios correspondientes al considerando B) segundo apartado de los Dres. JUAN LUIS MIQUEL, LUIS A. MIQUEL, EUGENIO GONZALEZ MONTBRUN y MARIA VERONICA GONZÁLEZ CASALE en las respectivas sumas $.; $.; $. y $. (arts. 2, 3 y 31 ley 3641) 

NOTIFIQUESE Y BAJEN. 

Se deja constancia que la presente resolución es firmada por dos Magistrados por encontrarse vacante el tercer lugar (art. 141, inc. II C.P.C.) 

Marcelo Olivera. Secretario. 

Dr. Alfonso Gabriel BOULIN. Juez de Cámara. 

Dra. Ana Maria VIOTTI. Juez de Cámara. 


